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La Sentencia mayoritaria, tras efectuar una apreciación 
preventiva e innecesaria acerca de la posible contraven-
ción del precepto impugnado [«si en casos concretos lle-
gara a manifestarse una desviación patológica en la aplica-
ción de la Ley, de suerte que la liquidación produjera un 
lucro para el fundador (o para las personas físicas o jurídi-
cas designadas por él) incompatible con el interés general 
que debe presidir el instituto de la fundación»], entiende 
que «la caracterización de las fundaciones como organiza-
ciones sin afán de lucro no resultaría compatible con even-
tuales cláusulas de reversión que alcanzaran a bienes o 
derechos distintos de aquellos con los que el propio funda-
dor dotó a la fundación», cerrando así indebidamente los 
entendimientos constitucionales de dicho precepto en fun-
ción de la procedencia de los bienes o derechos fundacio-
nales y afirmando una solución que no nos compete. No es 
esto lo que dice el precepto autonómico al que difícilmente 
cabe encontrar otro sentido que el de su literalidad dentro 
de la necesaria observancia de la condición básica del art. 
3.3 de la Ley estatal de fundaciones, que prohíbe la consti-
tución de fundaciones «con la finalidad principal de desti-
nar sus prestaciones al fundador o a los patronos, a sus 
cónyuges o personas ligadas con análoga relación de afec-
tividad, o a sus parientes hasta el cuarto grado inclusive, 
así como a personas jurídicas singularizadas que no persi-
gan fines de interés general». Me resulta difícilmente con-
ciliable con la regulación expuesta la pretendida interpreta-
ción conforme del art. 27.2 de la Ley madrileña que efectúa 
la Sentencia, cuyo propósito impeditivo de las cláusulas de 
reversión produce positivamente una norma que el legisla-
dor no quiso introducir, alterando el sentido normativo del 
precepto y haciéndole decir lo que en rigor no dice, con la 
consiguiente invasión de la libertad de configuración polí-
tica que al legislador, en este caso al legislador autonó-
mico, corresponde dentro de la Constitución y que este 
Tribunal no puede sustituir. Al contrario, este Tribunal siem-
pre ha proclamado la amplia libertad de configuración de 
que el legislador goza, derivada de su posición constitucio-
nal y de su específica legitimidad democrática, «para tra-
ducir en reglas de Derecho las plurales opciones políticas» 
expresadas a través del sistema de representación parla-
mentaria «sin perjuicio de la obligación de cumplir los 
mandatos que la Constitución impone» (SSTC 227/1998, de 
29 de noviembre, FJ 7; y 96/2002, de 25 de abril, FJ 6, por 
todas). En este caso el legislador estatal ha establecido la 
regulación de las condiciones básicas garantizadoras de la 
igualdad en el ejercicio del derecho de fundación (art. 3.3 
de la Ley 50/2002), plasmando una determinada concep-
ción de la materia en sus líneas fundamentales o principios 
o reglas generales en uso de su libertad de configuración, 
y la Comunidad Autónoma de Madrid ha ejercido su com-
petencia con respeto a ese marco legal general (arts. 2 y 3 
de la Ley 1/1998) y optando a su vez libremente por una 
determinada configuración legal (art. 27.2) que en absoluto 
desnaturaliza los perfiles sustantivos del instituto funda-
cional en el art. 34.1 CE, en cuyo propio enunciado resulta 
obvio, por lo demás, el poder conformador del legislador. 
Misión de este Tribunal es velar por la sujeción del poder 
legislativo a la Constitución, pero es notorio que en el ejer-
cicio de su función de control de la constitucionalidad de 
las leyes no puede imponer constricciones indebidas al 
poder legislativo, cuyas opciones ha de respetar, sin hacer 
las veces de legislador.

Por lo dicho, me separo de la argumentación de la 
Sentencia y, por tanto, del condicionante interpretativo 
incluido en el fallo.

Madrid, a veintiuno de diciembre de dos mil cinco.—María 
Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubricado. 

 838 Sala Primera. Sentencia 342/2005, de 21 de 
diciembre de 2005. Recurso de amparo 3304-
2003. Promovido por un Abogado en interés de 
don Sukhwinder Singh frente al Auto del Juz-
gado de Instrucción núm. 3 de Puerto del Rosa-
rio que inadmitió a trámite su solicitud de 
hábeas corpus tras haber sido interceptado en 
una patera.

 Supuesta vulneración de los derechos a la liber-
tad personal y al hábeas corpus: STC 303/2005. 
Voto particular concurrente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3304-2003, promovido 
por don Sukhwinder Singh, representado por la Procura-
dora de los Tribunales doña Rocío Arduán Rodríguez y 
asistido por el Letrado don Pedro Díez Llavero, contra el 
Auto de 29 de abril de 2003 del Juzgado de Instrucción 
núm. 3 de Puerto del Rosario, que inadmitió el procedi-
miento de hábeas corpus núm. 3-2003 instado por el recu-
rrente. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente 
el Magistrado don Pablo Pérez Tremps, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 21 
de mayo de 2003 tuvo entrada la demanda de amparo del 
recurrente.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda 
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

El recurrente entró ilegalmente en España en patera y 
fue detenido el 27 de abril de 2003 por Agentes de la poli-
cía nacional de la Comisaría de Puerto del Rosario. Contra 
tal detención se solicitó hábeas corpus, solicitud de la que 
correspondió conocer al Juzgado de Instrucción núm. 3 
de Puerto del Rosario. Dicho Juzgado, en Auto de 29 de 
abril de 2003, ahora recurrido, decidió inadmitir la solici-
tud. Expuso en los fundamentos de Derecho que la solici-
tud de hábeas corpus se había producido cuando «ya 
existía una orden judicial de internamiento de los solicitan-
tes, procedimiento de diligencias indeterminadas 98/03, 
tramitado en este mismo Juzgado. En dicho procedi-
miento se ha dado audiencia a éstos en el día de hoy en 
horas de mañana, con asistencia de intérprete y del 
Letrado firmante del escrito, y se ha decretado su interna-
miento. Pues bien, solicitar por el Letrado en el día de hoy 
y en horas de la tarde procedimiento de hábeas corpus de 
sus representados es un acto de absoluto desconoci-
miento del concepto y la finalidad de dicho procedimiento. 
El artículo 1 de la Ley reguladora del procedimiento de 
hábeas corpus señala que ”Mediante el procedimiento de 
hábeas corpus regulado en la presente Ley, se podrá 
obtener la inmediata puesta a disposición de la Autoridad 
judicial competente de cualquier persona detenida ilegal-
mente”. Más claro no puede ser el artículo... Y en el 
momento en que se ha presentado la solicitud los solici-
tantes ya no están privados de libertad por orden de la 
autoridad gubernativa, sino que están sujetos a la medida 
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cautelar de internamiento autorizada judicialmente tal 
como prevé la Ley Orgánica 4/2000, de Derechos y Liberta-
des de los Extranjeros en España... La situación es asimila-
ble a la que se produciría si se interpusiera un procedi-
miento de hábeas corpus un día en horas la tarde si por la 
mañana se hubiera convocado a las partes a la compare-
cencia prevista en el artículo 504 bis 2 de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal y se hubiera decretado la prisión provisio-
nal de un detenido». El Auto considera que no concurre 
ninguna de las causas exigidas en el art. 1 LOHC para 
poder considerar detenida ilegalmente a una persona por 
lo que procedía, de conformidad con el art. 6 del mismo 
texto legal, la inadmisión a trámite del procedimiento.

3. En la demanda se denuncia que se ha vulnerado el 
derecho a la libertad personal (art. 17 CE) del recurrente, 
al haberse inadmitido el procedimiento de hábeas cor-
pus. Si bien es cierto que se produjo la entrevista judicial 
con anterioridad a la petición de hábeas corpus ello no 
legitima en ningún momento la detención, ya que tal 
entrevista se produjo al amparo de la Ley de extranjería. 
Además, según señala la STC 66/1996, junto con la puesta 
de manifiesto ante el Juez de la persona privada de liber-
tad integran también el contenido esencial del proceso de 
hábeas corpus las alegaciones y pruebas que aquélla 
pueda formular; si se analiza el contenido de la solicitud 
de hábeas corpus se aprecia que no hay ningún motivo 
para la detención, ya que no se había cometido ningún 
delito y para que proceda la detención cautelar es preciso 
que sea decretada por el Subdelegado del Gobierno en 
Las Palmas (arts. 61 y 55 de la Ley de extranjería) y no 
consta que tal Subdelegado haya decretado nada. Se pide 
en la demanda que se dicte Sentencia por la que otorgue 
el amparo pedido, se reconozca el derecho del recurrente 
a la libertad y se acuerde la nulidad de su detención y del 
posterior Auto denegando la solicitud de hábeas corpus.

4. Mediante providencia de 2 de noviembre de 2004 
la Sección Segunda acordó la admisión a trámite de la 
demanda de amparo formulada y con base en el art. 51 
de la Ley Orgánica de este Tribunal se requirió al Juzgado 
de Instrucción núm. 3 de Puerto del Rosario para que 
remitiera testimonio del procedimiento de hábeas corpus 
3-2003. Mediante diligencia de ordenación de 11 de enero 
de 2005 se tuvo por recibido el testimonio de las actua-
ciones judiciales solicitado y con base en el art. 52 LOTC, 
se acordó otorgar un plazo común de veinte días al Minis-
terio Fiscal y al recurrente para que alegaran lo que a su 
derecho conviniera.

5. En escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 1 de 
febrero de 2005 la representación del recurrente, remitién-
dose a los argumentos expuestos en la demanda de amparo, 
reiteró que se habían obviado los 61 y 55-2 de la Ley de 
extranjería (en la redacción que tenían en la fecha de los 
hechos), por lo cual, al haber sido decretada la detención por 
persona distinta al Subdelegado del Gobierno, ésta fue ile-
gal; solicitó que se otorgara el amparo.

6. El Fiscal mediante escrito registrado el 2 de febrero 
de 2005 solicitó, al amparo del art. 89.1 LOTC, que se reca-
bara del Juzgado de Instrucción núm. 3 de Puerto del 
Rosario la remisión de las diligencias policiales 1034-2003 
y de las diligencias indeterminadas 98-2003. Mediante 
diligencia de ordenación de 8 de febrero de 2005, de 
acuerdo a lo solicitado por el Fiscal, fue requerido testimo-
nio de las diligencias interesadas, testimonio que ingresó 
en este Tribunal el 2 de marzo de 2005.

7. Otorgado nuevo plazo de alegaciones a las partes, 
el recurrente mediante escrito registrado el 11 de abril de 
2005 solicitó la estimación del recurso de amparo y rei-
teró las alegaciones presentadas anteriormente.

8. En escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 13 de 
abril de 2005 el Ministerio Fiscal interesó la denegación del 
amparo. Partiendo de la doctrina constitucional sobre la 
finalidad del proceso de hábeas corpus, expuso que la 
misma consiste en hacer posible el control judicial a poste-
riori de la legalidad y de las condiciones en las que se desa-
rrollan las privaciones de libertad no acordadas judicial-
mente, control que, aunque limitado por razón de su 
objeto, no puede verse reducido en su calidad o intensi-
dad. Para su realización es posible distinguir dos fases en 
el procedimiento, la de admisibilidad, que tiene por objeto 
verificar la concurrencia de los requisitos exigidos por la 
LOHC para dar trámite a la solicitud; y la de fondo, para 
enjuiciar la legalidad de la detención, después de que el 
detenido haya sido puesto de manifiesto a la autoridad 
judicial y se hayan formulado las alegaciones y practicado 
las pruebas conducentes a acreditar los datos que funda-
mentan la petición. Los requisitos de admisibilidad del 
hábeas corpus están contenidos en los arts. 2 a 4 LOHC. 
Advierte el Fiscal que, aparte de lo que deriva de tales 
requisitos, la inadmisión «a limine» del hábeas corpus 
puede ser acordada cuando la persona para la que se insta 
no se encuentra detenida en el momento de presentarse la 
solicitud. Pero cuando la situación de privación de libertad 
persiste en tal momento y la misma no ha sido judicial-
mente decidida, lo procedente es acordar la admisión a 
trámite para enjuiciar la licitud de la detención. El enjuicia-
miento de fondo tiene por objeto verificar la legalidad de la 
detención, conforme a lo dispuesto en el art. 1 LOHC y, 
para ello, deberá preceder la manifestación del detenido, 
quien será oído en declaración o, en su caso, su represen-
tante legal o su Abogado si lo hubiera designado, así como 
la Autoridad o persona que lo tenga bajo su custodia, prac-
ticándose las pruebas que propongan si el Juez las estima 
pertinentes y se pueden practicar en el acto. La distinción 
entre una y otra fase del proceso impide que pueda resol-
verse sobre el fondo en la de admisión, ya que, en tal caso, 
se decidiría sobre la legalidad de la privación de libertad 
sin que el detenido ni las personas que lo custodian pudie-
ran ser oídos y sin que se practicaran las pruebas que uno 
y otro pudieran proponer. Con arreglo a la STC 94/2003 los 
únicos motivos legítimos para inadmitir un procedimiento 
de hábeas corpus serán los basados, bien en la falta del 
presupuesto mismo de la situación de privación de liber-
tad, bien en la no concurrencia de sus requisitos formales.

La aplicación de la doctrina expuesta, señala el Fiscal, 
debe conducir inevitablemente a considerar improce-
dente el otorgamiento del amparo. Cuando se registró en 
el Juzgado de Instrucción núm. 3 de Puerto del Rosario la 
solicitud de hábeas corpus, en la que se pedía la libertad 
de don Sukhwinder Singh por entender que se encon-
traba privado de ella ilegítimamente, el Juzgado, en el 
seno de las diligencias indeterminadas 98-2003, incoadas 
a instancias de la Comisaría de policía, había acordado su 
internamiento preventivo al amparo de la Ley Orgánica 
8/2000, previa audiencia personal del detenido, mediante 
un intérprete, asistido de Abogado. El juicio de valor que 
contiene el Auto impugnado sobre la legalidad de la 
detención se fundamenta no en la conformidad de la 
misma con el ordenamiento jurídico, sino en que ya se 
había producido el control judicial de dicha privación de 
libertad, puesto que el hoy demandante había sido «mani-
festado» al Juez, que había acordado su internamiento 
preventivo conforme a la legislación de extranjería en el 
marco de un procedimiento en el que pudo plantear cuan-
tas cuestiones tuviera por convenientes. En consecuencia 
el fundamento de la inadmisión de la solicitud de hábeas 
corpus es la pérdida de su objeto producida como conse-
cuencia de la intervención judicial en otro procedimiento 
tramitado simultáneamente; si la finalidad del hábeas 
corpus es el control judicial de la privación de libertada 
acordada por la autoridad gubernativa, dicha finalidad 
desaparece desde el momento en que tal control se ha 
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producido aunque ello haya sucedido en el marco de otro 
procedimiento.

9. Por Acuerdo de 12 de diciembre de 2005, la Presi-
denta del Tribunal Constitucional, haciendo uso de las 
facultades que le otorgan los arts. 15 y 80 LOTC, en rela-
ción con el art. 206 LOPJ, designó como nuevo Ponente al 
Magistrado don Pablo Pérez Tremps.

10. Por providencia de 2 de diciembre de 2005 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 12 siguiente, trámite que ha finalizado en el 
día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. Impugnado en este proceso el Auto de 29 de abril 
de 2003 del Juzgado de Instrucción núm. 3 de Puerto de 
Rosario, que inadmitió a trámite la petición de hábeas 
corpus deducida por don Sukhwinder Singh, es de seña-
lar que las cuestiones aquí planteadas han sido ya resuel-
tas por la STC 303/2005, de 24 de noviembre, en la que 
destacábamos que «por virtud de la aplicación de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y liberta-
des de los extranjeros en España y su integración social, 
modificada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciem-
bre, vigente a la sazón, la medida de ingreso en un centro 
de internamiento, en la expresa dicción de su art. 62.1 y 2, 
exige: a) la ”previa audiencia del interesado”; b) que sea 
el Juez de Instrucción competente el ”que disponga [el] 
ingreso en un centro de internamiento”; c) que la decisión 
judicial se adopte ”en Auto motivado”; y d) que sobre la 
base de una duración máxima de cuarenta días ”aten-
diendo a las circunstancias concurrentes en cada caso”, el 
Juez ”podrá fijar un período máximo de duración del 
internamiento inferior al citado”. Añádase que la decisión 
judicial es recurrible —art. 216 y ss. LECrim—». Y, sobre 
esta base, llegábamos a la conclusión de que «las garan-
tías que para la libertad personal se derivan del régimen 
de control judicial que acaba de describirse equivalen, 
desde el punto de vista material y de eficacia, a las que 
pueden alcanzarse por medio del hábeas corpus, lo que 
haría redundante la posibilidad añadida de este remedio 
excepcional, sólo justificable en el plazo de la estricta 
detención cautelar gubernativa (durante las primeras 
setenta y dos horas) o, en su caso, superado el plazo acor-
dado por la autoridad judicial para el internamiento, si el 
extranjero continúa privado de libertad» (FJ 3).

2. En el caso que ahora se examina, al instarse el 
hábeas corpus, como subraya el Fiscal, el Juez, aplicando 
la mencionada normativa, ya había oído al demandante 
de amparo, con intérprete y asistido por Letrado y ya 
había dictado Auto disponiendo su ingreso en un centro 
de internamiento por un período máximo de cuarenta 
días, que no habían transcurrido en el momento de solici-
tar el indicado procedimiento.

Así las cosas, y como ya señalábamos en la citada STC 
303/2005, hemos de concluir que «la finalidad del hábeas 
corpus, que no es sino la puesta a disposición judicial de 
quien puede haberse visto privado ilegalmente de su liber-
tad, se había alcanzado ya con la aplicación al caso de la 
Ley de extranjería, de suerte que la denegación del hábeas 
corpus no merece, por razonable y no arbitraria, ni siquiera 
en los términos del canon reforzado que supone la afecta-
ción del derecho a la libertad, tacha alguna de inconstitu-
cionalidad. Nada acredita una situación de riesgo para la 
integridad de dicho derecho. Y es que el procedimiento de 
hábeas corpus queda manifiestamente fuera de lugar 
cuando, como es el caso, la intervención judicial ya se ha 
producido con la aplicación de la Ley de extranjería, sin 

que todavía hubiera transcurrido el plazo que para la dura-
ción del internamiento se había fijado por el Juez».

Procedente será por consecuencia el pronunciamiento 
previsto en el art. 53 b) LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el presente recurso de amparo interpuesto 
por don Sukhwinder Singh.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintiuno de diciembre de dos mil 
cinco.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Delgado 
Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.—Manuel Aragón Reyes.—Pablo Pérez 
Tremps.—Firmado y rubricado.

Voto concurrente que formula el Magistrado don Roberto 
García-Calvo y Montiel respecto de la Sentencia dictada 

en el recurso de amparo número 3304-2003

En el ejercicio de la facultad que me confiere el art. 
90.2 LOTC y con pleno respeto a la opinión de mis cole-
gas, por medio de este Voto particular quiero expresar mi 
discrepancia con la Sentencia mayoritaria.

La Sentencia supone la rigurosa aplicación a este caso 
de la STC 303/2005, de 24 de noviembre, recaída en un 
caso idéntico al actual. Desde esta perspectiva, es evidente 
que la Sentencia es de pura aplicación de la anterior. Pero, 
como en aquel caso formulé un Voto particular en que sos-
tenía que debíamos habernos pronunciado, con carácter 
previo, sobre la legitimación del letrado que suscribía la 
demanda para interponerla en nombre de la afectada por 
la inadmisión a trámite del hábeas corpus, teniendo en 
cuenta que no constaba que ésta última le hubiera confe-
rido su representación, ni le hubiera encomendado la inter-
posición de la demanda de amparo, ni se hubiera dirigido 
al Tribunal para mostrar su voluntad impugnativa, y visto 
que en el caso que ahora nos ocupa estamos en la misma 
situación, por pura coherencia intelectual reproduzco mi 
posición discrepante en los mismos términos.

A tales efectos, me limito a remitirme a citado Voto.
Aquí es suficiente con reiterar que creo que la simple 

calidad de abogado de oficio que esgrime el demandante 
de amparo no le otorga legitimación activa para interpo-
ner el recurso de amparo. Aunque es cierto que el abo-
gado tiene interés, incluso que puede defender intereses 
de su cliente, el abogado no es parte en el proceso judicial 
previo y su interés en instar el amparo por considerar que 
se ha vulnerado un derecho de su defendida, sin autoriza-
ción expresa ni mandato tácito de su cliente, si bien 
merece un juicio deontológico favorable, no puede ser 
calificado sino como genérico, razones por las que ha de 
concluirse que no tiene legitimación activa para promo-
ver la demanda de amparo, todo lo cual debiera haber 
llevado, en mi opinión, a la desestimación de la demanda 
por este motivo.

Y en este sentido emito mi Voto particular, reiterando 
mi respeto a la opinión mayoritaria.

En Madrid, a veintiuno de diciembre de dos mil cinco.—
Roberto García-Calvo y Montiel.—Firmado y rubricado. 
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